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LAS MEDIDAS DE INTEGRACIÓN DE LOS INMIGRANTES EN LA UNIÓN EUROPEA 
¿ES ESPAÑA UN MODELO PARADIGMÁTICO? 

 

Hace más de una década empezó a reclamarse desde el ámbito académico el desarrollo de la 

idea de ciudadanía cívica, que entonces se enunciaba tímidamente en algunas comunicaciones 

de la Unión Europea. En marzo de 2005, el debate político en torno a esta cuestión había 

alcanzado tal notoriedad que el British Council de Bruselas y el Migration Policy Group 

presentaron el primer Índice Europeo de Ciudadanía Cívica e Inclusión, precedente de las 

posteriores ediciones del actual MIPEX. En estos momentos, el avance es tal que incluso 

podemos sistematizar en qué medida las políticas de los 28 Estados miembros de la UE son 

favorables (o no) a la inclusión de los inmigrantes y, por tanto, hasta qué punto se están 

cumpliendo los objetivos propuestos en Tampere, la Haya o Estocolmo. 

 El futuro programa se enfrenta a un reto institucional. El Consejo Europeo, designado 

actor principal por el Tratado de Lisboa, debe aceptar la introducción del Parlamento en la 

programación del espacio de libertad, seguridad y justicia con arreglo al principio de 

cooperación leal entre instituciones. La nueva configuración ha supuesto aplazar la adopción 

del próximo programa hasta después de las elecciones celebradas el pasado mes de mayo, con 

el fin de que este pueda ser aprobado por las instituciones renovadas por el electorado. Por 

tanto, estamos a tiempo de hacer balance de lo que ha sucedido en todos estos años en torno 

a la construcción del modelo europeo de “integración cívica”, entendido como el conjunto de 

normas y valores que vinculan la integración a un sistema de libertades.  

 En principio, se entiende que este tipo de integración exige el respeto de las libertades 

ajenas, así como de las decisiones de la autoridad pública legítimamente democrática. Este 

modelo de integración puede identificarse con las exigencias de una propuesta liberal. Se 

trata, en definitiva, de garantizar las mismas cotas de libertad para los individuos, de manera 

que cada uno lleve adelante su propio proyecto de vida (en el sentido de vida buena) con la 

menor injerencia estatal posible. Lo único que el Estado liberal debería exigir a los diferentes 

enfoques sobre “lo que es bueno” es que se respeten los mínimos estándares sobre la 

concepción compartida de lo justo, que a su vez se encuentran representados en los 

ordenamientos jurídicos. 

 En base a ello, en el contexto de la integración cívica pueden distinguirse umbrales de 

exigencia diferentes donde cada escalón se correspondería con los distintos tipos de 

vinculación del individuo con la comunidad política. Estos grados van desde el nivel mínimo, 

que podría ser la exigencia de cumplir con las reglas básicas del derecho común y una 

elemental colaboración con la autoridad administrativa (integración del turista), pasando por 

un nivel medio, en el que la comunidad política puede exigirle a quien reside de forma más o 

menos estable en su seno, que pague ciertos impuestos como forma de atender al gasto 

público. Y así, hasta llegar al mayor nivel de integración cívica, que se correspondería con el 

vínculo más fuerte del individuo con su comunidad: la nacionalidad. 



Proyecto Europeo ASSESS “Integration of Vulnerable Migrant Groups” 
Primer Seminario Nacional, organizado por ACCEM 
Sede de la Representación de la Comisión Europea en España (Sala Europa), jueves 9 de octubre de 2014 
Título de la ponencia: Las medidas de integración de los inmigrantes en la Unión Europea ¿Es España un modelo paradigmático? 
Autora de la ponencia: Prof. Dra. Laura García Juan 
 
 

2 
 

 A partir de ahí nos encontramos con la llamada “integración cultural”. El modelo de 

integración cultural iría más allá del mínimo respeto a las libertades ajenas y a la autoridad 

pública, que sería el estándar exigido por el modelo de integración cívica. La integración 

cultural sería el modelo de incorporación del individuo a las tradiciones y modos de vida de la 

comunidad en la que reside. Y en el concepto amplio de tradiciones y modos de vida pueden 

incluirse la lengua, las costumbres, ciertos valores estéticos y las creencias religiosas, entre 

otros. En absoluto se trata de modelos de integración que se excluyan entre sí, pues en 

realidad uno y otro se solapan. El debate pasa no por determinar si una sociedad democrática 

debe elegir una u otra forma, sino por concretar qué profundidad debe alcanzar cada modelo 

y, por tanto, cuál será la proporción entre elementos cívicos y culturales que conformará el 

conjunto.  

 Una de las manifestaciones más visibles en torno a esta dicotomía es la que se ha 

planteado a raíz de los programas de integración dirigidos a inmigrantes que se extienden 

progresivamente por toda la UE y donde el modelo de integración cultural parece estar 

imponiéndose, en algunos casos, sobre el de integración cívica. Las instituciones comunitarias 

han respaldado, en nombre del segundo, la inclusión de medidas y condiciones de integración 

para inmigrantes en numerosos instrumentos y actos jurídicos tanto de obligado cumplimiento 

como no vinculantes desde la adopción de los Principios Básicos Comunes de Integración (PBC) 

en 2004. El acento se pone en que estas medidas sean adoptadas en todos los territorios, 

aunque partiendo de la base de que corresponde a cada Estado miembro decidir si lo hace o 

no, qué fórmulas adopta y el grado de obligatoriedad de las mismas, ya que la UE carece de 

competencias en esta materia. Sin embargo, la Unión orienta sus políticas y sus instrumentos 

financieros claramente en la dirección de intentar unificar los variados enfoques que cada 

territorio está siguiendo. 

 Esta ponencia se centra en los programas de integración cívica para inmigrantes, 

materializados en cursos introductorios y de idioma, desde una perspectiva eminentemente 

jurídica, examinando su evolución en el contexto de la Unión Europea y su incipiente aparición 

en España. Este Estado miembro tiene la particularidad de ser aquel en el que el fenómeno 

migratorio ha comenzado, tenido su punto más álgido e iniciado un significativo descenso en 

poco más de una década, lo que convierte al país en un estudio de caso ciertamente 

paradigmático. Adelantaré ya que las medidas y condiciones de integración legitimadas por el 

PBC nº 4, tal y como han sido concebidas por las instituciones europeas y por algunos Estados 

miembros, no han sido trasladables a España, y ello partiendo de un sistema de distribución 

competencial en materia de extranjería, inmigración e integración que está íntimamente 

vinculado con nuestro modelo territorial.  

 Trataré de exponer los motivos por los que se ha demorado en España la aparición de 

estos programas (pues funcionan desde hace escasamente dos años), así como las 

circunstancias en las que se están desarrollando teniendo en cuenta nuestro sistema de 

reparto de competencias. Es importante dejar claro hasta qué punto existe una coherencia con 

las líneas maestras marcadas por la Unión Europea, y si los diferentes modelos que aquí 

estamos cimentando pueden contribuir realmente a alcanzar las metas perseguidas por las 

instituciones comunitarias. Igualmente trataré de plantear las incógnitas que dejan el debate 
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abierto, pues la pregunta es: ¿La aplicación en España de las medidas de integración dirigidas a 

inmigrantes constituyen un acicate o suponen un menoscabo para nuestras políticas todavía 

en construcción?  

 La idoneidad de un proyecto como el que hoy nos reúne en esta sala viene marcada 

por las dimensiones que está tomando este asunto a nivel europeo, en contraposición a la 

importancia que parece habérsele dado en España. Como muestra, un informe especial del 

Migration Policy Group de diciembre de 2013 en el que se analizan los cursos de idioma para 

adultos que los Estados miembros ofrecen a los inmigrantes que residen en sus territorios.  

Para la elaboración de dicho informe, en el que se dan algunas recomendaciones y ejemplos 

de buenas prácticas, se solicitó la colaboración de todos los países de la Unión Europea 

(incluida Croacia) pero, curiosamente, los únicos que no aportaron los datos requeridos fueron 

la República Checa, Estonia y España. Ninguno de los tres pudo proporcionar información 

sobre los modelos o sistemas adoptados en sus ordenamientos por una sencilla razón: cuando 

fueron preguntados carecían de estas estructuras. Se trata de un dato bastante llamativo en el 

que merece la pena profundizar, sobre todo teniendo en cuenta que España ocupa uno de los 

puestos de cabecera entre los Estados miembros que han recibido más financiación del Fondo 

Europeo de Integración, precisamente para la puesta en marcha de estos programas, durante 

el periodo 2007-2013. 

 Pese a ello, España parece haberse quedado al margen de la idea generalizada de que 

el aprendizaje del idioma de la sociedad en la que uno convive es parte esencial del proceso de 

integración social y económica. Es momento de preguntarse cuáles han sido las causas 

políticas, sociales, jurídicas o sistémicas que han motivado esta situación y si las mismas 

constituyen un impedimento insalvable para ponernos a la altura de nuestros socios europeos. 

Igualmente, cabe preguntarse hasta dónde queremos llegar en la aplicación de estos 

programas y si en este país es viable plantear el cumplimiento de ciertas medidas y 

condiciones de integración para que los no ciudadanos puedan optar a determinados estatus 

jurídicos.  

Como sabemos, el derecho migratorio atraviesa tiempos convulsos en España y en 

Europa. La atención mediática dirigida, en febrero de 2014, hacia los trágicos sucesos vividos 

en las vallas de Ceuta y Melilla ha reactivado el discurso sobre los controles migratorios y el 

papel que Bruselas debe desempeñar. Y ello, a pesar de que la llegada de personas 

procedentes de territorios exteriores a la Unión Europea utilizando pasos no habilitados y 

medios cada vez menos seguros nunca se ha detenido. Sin embargo, lejos de dirigir los 

esfuerzos a reorientar nuestras políticas en un sentido más acorde con los tratados 

internacionales en materia de derechos humanos, lo que procede, al parecer, es endurecer las 

leyes y restringir aún más los derechos y las libertades. Circunstancias extremadamente graves 

como las señaladas precipitan la adopción de nuevas medidas que deben quedar respaldadas 

por la ley. Por eso, el Gobierno de España ha anunciado una reforma inminente de la Ley de 

Extranjería que seguramente no quedará limitada a los pasos fronterizos y a los mecanismos 

de devolución, sino que, como ya advirtiera en el informe CORA en junio de 2013, incorporará 

importantes cambios en materia de competencias e integración.  
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 En lo que a esto último se refiere y centrándome ya en el tema de la ponencia, es 

necesario pasar revista a las circunstancias históricas, políticas, sociales y jurídicas que han 

condicionado el surgimiento y las características que hoy definen las llamadas medidas y 

condiciones de integración. Es decir, los test que deben superar determinados inmigrantes 

para que les sean reconocidos según qué derechos en la Unión Europea. El enfoque 

asimilacionista sobrevuela estos exámenes en los que parece, en algunos casos, que su 

finalidad sea descubrir “diferencias” con los autóctonos y castigarlas, específicamente 

diferencias culturales. Podrían incluso establecerse interesantes paralelismos entre ciertos 

modelos de exámenes de integración para inmigrantes y el rocambolesco test Voight-Kampf 

de la película Blade Runner. En este film se utiliza el test para detectar si los replicantes 

demuestran emociones ante determinadas preguntas, y cuando no lo hacen, es decir, cuando 

se descubre que son diferentes de los humanos, entonces se les castiga. Sin embargo, y pese a 

la insistencia de las instituciones comunitarias por unificar los modelos entre los Estados 

miembros, las disparidades todavía existentes entre los sistemas adoptados siguen siendo muy 

notables. Un ejemplo claro sería España, tal y como se verá.  

 He de añadir, antes de continuar, que no me enfrentaré aquí a la empresa de intentar 

delimitar ni concretar el significado exacto de la palabra integración, aunque ello haya 

adquirido en ocasiones la categoría de cuestión preliminar a cualquier explicación o análisis en 

profundidad que se pretenda hacer de la materia. Es el uso de una palabra lo que le da su 

sentido, pero hay que reconocer que la cuestión se complica enormemente cuando 

intentamos definir el concepto en referencia a los inmigrantes y en relación con la sociedad en 

la que se encuentran, que por definición es distinta a la de su procedencia. Ante un concepto 

polisémico donde la dificultad estriba en que la concreción de su contenido depende de 

combinaciones normativas complejas y cambiantes, debemos partir de una definición de 

integración que va inevitablemente unida a un modelo normativo vinculado a una opción 

política concreta, a una determinada filosofía o a un ideario social. De esta forma, 

encontramos tantos conceptos del término como modelos normativos existentes, en los que 

se expresa no ya lo que “es” la integración, sino lo que “debe ser”. El debate en torno a la 

integración de los inmigrantes no es un debate conceptual sino fundamentalmente normativo, 

por lo que la presente argumentación se ha construido de acuerdo con el enfoque 

eminentemente jurídico. No obstante, si me piden la definición de integración desde mi punto 

de vista les diré una: equiparación de derechos. 

 Al hilo de este enunciado he de remontarme un poco para que entendamos el proceso 

si quiero llegar a la complicada meta de contextualizar la materia, la cual me ha sido encargada 

por la organización de este seminario. Y para ello hay que hacerlo refiriéndome a la libre 

circulación de personas.  Esta idea se concibió como una libertad que habría de afectar a todo 

aquel que se hallara dentro de las fronteras de la Comunidad Europea, lo cual implica, en su 

plena realización, que comunitarios y extranjeros han de llegar a ser titulares de los derechos 

materiales contenidos en dicha libertad. Con la firma del Tratado de Ámsterdam en 1997 se 

estableció la competencia comunitaria en las materias de inmigración y asilo, cuyos ámbitos, 

vinculados a la realización progresiva de un espacio de libertad, seguridad y justicia, abarcaban 

la libre circulación de personas, el control de las fronteras exteriores, el asilo, la inmigración, la 
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protección de los derechos de los nacionales de terceros países y la cooperación judicial en 

materia civil.  

 A partir del Consejo Europeo de Tampere de 1999 la integración de los migrantes se 

consideró uno de los ejes fundamentales de la llamada “política común de inmigración”. Cinco 

años más tarde, el Programa de La Haya subrayó la necesidad de una mayor coordinación de 

las políticas nacionales de integración y de las iniciativas de la Unión en este ámbito, 

adoptándose unos Principios Básicos Comunes destinados a fundamentar un marco europeo 

coherente en esta materia. El Tratado de Lisboa, que entró en vigor en 2009, atribuye a las 

instituciones europeas un papel activo en integración pero sin reconocimiento de 

competencias específicas que puedan hacer prever una comunitarización. El texto del 

precepto donde se recoge esta atribución a las instituciones europeas es clave para entender 

la concepción europea de integración, que difiere de la concepción española en un aspecto 

fundamental, y es que cuando habla de propiciar la integración se hace expresa mención a los 

nacionales de terceros países que “residan legalmente”.   

 En materia de políticas de integración de inmigrantes los Estados miembros 

empezaron a configurar sus discursos y estrategias mucho antes de que las instituciones 

europeas reaccionaran. De hecho, hacia finales de los 90, algunos países endurecieron sus 

modelos en cuanto a las condiciones de acceso a los permisos de residencia y de trabajo así 

como a la nacionalidad. Conjuntamente con esto y a nivel europeo, se intensificó la lucha 

contra la inmigración ilegal y aumentaron los controles en las fronteras exteriores, y ello 

porque se impuso la idea según la cual ciertas poblaciones no serían asimilables y la diversidad 

tendría consecuencias negativas. Se entendió necesario que el inmigrante que quisiera 

permanecer en el país receptor debía seguir demostrando su voluntad de integrarse a través 

del aprendizaje de la lengua, los valores y la cultura del mismo y de la Unión Europea. La 

evolución hacia esta nueva política de integración cívica o activa se concretó en una serie de 

estrategias caracterizadas por la introducción de ciertos compromisos y actividades que los 

inmigrantes han de cumplir orientadas a garantizar un conocimiento adecuado de la lengua, 

las costumbres, las leyes y las instituciones básicas del país de acogida.  

 Aunque su objetivo es, en principio, que el inmigrante disponga de posibilidades reales 

de ascender socialmente por la vía de la cualificación en el empleo y, en general, de su 

esfuerzo personal, una vez analizadas en profundidad es posible constatar que algunos 

modelos enfatizan especialmente los aspectos más culturalistas de la integración, concebidos 

paulatinamente de una forma más impositiva, lo que convierte a estas políticas en auténticos 

dispositivos de control y selección de flujos migratorios. La realidad muestra que hoy en día la 

integración no es considerada en la UE como un proceso de inclusión social y de progresiva 

equiparación de derechos entre el inmigrante y la sociedad receptora, sino como un requisito 

impuesto por el Estado que deberá ser cumplido necesariamente.  

 Este planteamiento ha derivado en que las instituciones comunitarias han tenido que 

articular toda una serie de vías indirectas con el fin de influir sobre las políticas de integración 

estatales y regionales, pero sin ninguna vocación de imposición de las mismas, al haber 

quedado vetada esta posibilidad por los tratados fundacionales. La mayoría de estas vías o 
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instrumentos han venido de la mano de los modelos que ya seguían los principales Estados 

miembros receptores de inmigración. Por ejemplo, el Consejo de Justicia y Asuntos de Interior 

(JAI) justificó la adopción del PBC nº 4 en el creciente énfasis que se estaba poniendo en los 

programas cívicos en países como Alemania, Francia y Holanda. Asimismo, consignó 

expresamente en sus conclusiones de 19 de noviembre de 2004 que cuando se refería a los 

inmigrantes a lo largo del texto se estaba designando exclusivamente a los que residían 

legalmente en el territorio de los Estados miembros. Tanto los PBC como todos los demás 

instrumentos propuestos por la Unión Europea y sus instituciones en materia de integración 

únicamente hacen referencia a los nacionales de terceros países que han sido o van a ser 

autorizados a residir en el territorio de la Unión. La UE es completamente reticente a 

reconocer la existencia de los inmigrantes en situación de irregularidad administrativa, 

considerados como objetivo de las políticas de seguridad y control de flujos pero en ningún 

caso de las políticas de integración.   

 La Directiva 2003/86/CE y la Directiva 2003/109/CE tienen una importancia 

trascendental en la construcción y configuración del nuevo modelo de integración cívica hacia 

el que tienden la mayoría de los ordenamientos jurídicos nacionales de la Unión en cuanto a 

sus políticas de integración de nacionales de terceros países. Ambas disposiciones intentan 

aproximar el estatuto de estos nacionales al de los ciudadanos de los Estados miembros e 

insisten en la idea de que para asegurar una integración con éxito en la sociedad de acogida es 

básico el reconocimiento de derechos y libertades como el mejor camino para garantizar la 

cohesión económica y social, pero también legitiman la posibilidad de que los Estados 

miembros adopten en sus ordenamientos las medidas y condiciones de integración de 

inmigrantes que consideren necesarias para el logro de los objetivos y estrategias comunes. 

Tanto en los actos jurídicos directamente aplicables y obligatorios que unifican los 

ordenamientos, como en los que obligan a cumplir al menos sus objetivos, pasando por 

aquellos de carácter no vinculante, como desde los instrumentos financieros y órganos 

consultivos y de cooperación, se anima a que cada Estado determine las medidas de 

integración por las que opta, las cuales han de ajustarse a las necesidades concretas de la 

sociedad receptora, reflejando su historia y su marco jurídico. El resultado ha sido un enfoque 

y una implementación de dichas medidas bastante dispar, tanto en el terreno de la 

reagrupación familiar, como en el de los residentes temporales y de larga duración, como en 

materia de adquisición de la nacionalidad.  

 La concreción de los PBC y el desarrollo de otros instrumentos y propuestas de la 

Comisión Europea —creados para influir directamente en las políticas de integración de 

inmigrantes en los Estados miembros—, ha contribuido a que estos formulen estrategias de 

integración, fijen prioridades y sigan desarrollando sus propios objetivos. Del contenido 

general de los PBC se desprende que existe una voluntad generalizada —tanto por parte de las 

instituciones europeas como de un número creciente de Estados— de extender el modelo de 

integración activa, pero convirtiéndolo en un método de integración selectivo y poco amigo de 

la reagrupación familiar, propio de políticas encaminadas a lograr una mayor competitividad 

en el marco de una Europa que crezca de forma inteligente, sostenible e integradora como 

reza el eslogan de la Estrategia Europa 2020. En concreto, el texto de los principios segundo y 
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cuarto ha abierto la puerta a los llamados “contratos de integración” en las políticas dirigidas a 

los nacionales de terceros países, ahora bajo el paraguas de legitimidad de la Unión Europea. 

Lo que queda por resolver todavía es si este modelo tiene una funcionalidad real para la 

integración, pues lo cierto es que resulta altamente improbable que prospere una integración 

entendida como proceso bidireccional de ajuste mutuo cuando todos los esfuerzos debe 

realizarlos el inmigrante y cuando en el proceso no se valida en ningún momento su lengua y 

su cultura, aspectos que tienen mucho que ver con su propia identidad.  

 Descendiendo ya al ámbito nacional, es posible afirmar que los términos que definen 

el desarrollo inicial del fenómeno migratorio en España a mediados de los 90 son: crecimiento 

exponencial y brevedad temporal. En 1996 la inmigración constituía un rasgo estructural de 

nuestro país y la Ley de Extranjería de 1985 se había revelado totalmente incapaz de dar 

respuesta al progresivo aumento de los flujos, así como al entonces incipiente tráfico 

organizado de personas o a los mecanismos de vigilancia fronteriza como consecuencia de la 

incorporación española al espacio Schengen en 1991. Los números demuestran que nuestro 

país dejó de ser, en muy pocos años, la sociedad culturalmente homogénea que más o menos 

habíamos venido siendo de forma tradicional, para convertirnos en un país donde la 

multiculturalidad se vivía en todos los ámbitos. A todo ello se unió el impacto que tuvo la 

transformación del papel desempeñado por España en el sistema mundial de migraciones en 

relación con su propio sistema productivo, y en particular sobre el mercado de trabajo, que se 

vio enormemente modificado. En términos generales, la inmigración jugó un papel clave en el 

significativo crecimiento económico español experimentado entre mediados de aquella 

década y finales de 2008. Los intensos flujos migratorios provocaron en España una 

transformación social y demográfica de tal envergadura que dio lugar a nuevas necesidades 

sociales derivadas no solo del incremento de la demanda sino también de su diversificación, lo 

que supuso importantes implicaciones para las políticas públicas. Los aspectos relacionados 

con la integración de los inmigrantes alcanzaron cotas muy elevadas de importancia y 

visibilidad no solo en el discurso político sino en el conjunto de las instituciones y organismos, 

públicos y privados, y en el movimiento social.  

 La Ley Orgánica 4/2000 (LODYLE)1 incorporó en su enunciado una alusión directa a la 

integración social de los extranjeros, aunque hasta la reforma del año 2009 no se incluyó 

precepto alguno que estableciera el marco general para su regulación. La LODYLE nació 

marcadamente influenciada por las conclusiones de Tampere sobre la creación de un espacio 

de libertad, seguridad y justicia, donde se apostó por una política de integración dirigida a 

conceder a los extranjeros residentes legales derechos y obligaciones comparables a los de los 

ciudadanos comunitarios, así como a fomentar la ausencia de discriminación en la vida 

económica, social y cultural y al desarrollo de medidas contra el racismo y la xenofobia. En 

cuanto a la concreción de los derechos de los extranjeros, esta norma supuso un importante 

avance con respecto a la regulación anterior, pues la misma otorgó cierta visibilidad a aquellos 

que se encontraban en situación administrativa irregular, reconociéndoles derechos como la 

educación o la asistencia sanitaria, y alejándose de su mera visión como potenciales sujetos de 

                                                           
1 Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social. 
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expulsión. Pero el gran salto cualitativo se produjo con el cambio de gobierno tras las 

elecciones generales de 14 de marzo de 2004. 

 España fue entre 2004 y 2011 uno de los principales países promotores, en el contexto 

de la Unión Europea, del desarrollo y buen fin de los instrumentos de integración puestos en 

marcha por la Comisión. Una de las primeras cuestiones que abordó el ejecutivo socialista fue 

la aprobación de un nuevo reglamento en materia de extranjería que se caracterizó por su 

altísimo grado de concertación entre las diferentes fuerzas políticas, los agentes sociales y las 

organizaciones no gubernamentales. Este reglamento consagró la figura del arraigo social 

como vía para acceder a la regularidad para aquellos extranjeros no comunitarios que, 

hallándose empadronados en España un mínimo de tres años, contaran con una oferta de 

trabajo y pudieran acreditar su inserción social mediante la presentación de un informe 

realizado por la autoridad administrativa local. La normativa de extranjería española creó una 

figura legal que vinculaba la integración del inmigrante que ya se encontraba en territorio 

español con su acceso a la regularidad administrativa. Es decir, el acceso a la residencia legal 

dependía de una previa integración, a diferencia de la concepción europea, donde la 

integración se evalúa de forma posterior al acceso a la regularidad y de ella se hace depender 

la conservación de los permisos. Cuestión distinta son las condiciones de integración previas a 

la partida que se aplican en algunos modelos europeos y que en España no existen.  

 Con la reforma de la LODYLE, operada por la Ley Orgánica 2/20092, se transpuso 

formalmente al ordenamiento jurídico español la Directiva de Residentes de larga duración. 

España se acogió a la posibilidad de aplicar disposiciones nacionales más favorables en lo que a 

la cuestión de las medidas de integración se refiere. Esto se tradujo en que no se incorporó en 

la ley la necesidad de cumplir medida de integración alguna para los nacionales de terceros 

países, ni para acceder por primera vez a la condición de residente de larga duración, ni para 

conceder la residencia en España a los residentes de larga duración a los que otro Estado 

miembro les hubiera otorgado este estatuto. En cuanto a la Directiva de Reagrupación familiar, 

su trasposición formal no se consumó con esta reforma, pero se incorporó la posibilidad de 

hacer cumplir medidas de integración —tanto al extranjero reagrupante como a los miembros 

de su familia— de las que se hicieron depender la renovación de sus permisos, me refiero en 

concreto a la obligación de escolarizar a los menores.  

 El continuo crecimiento de extranjeros en situación administrativa irregular originado, 

en buena parte, por los altos índices de economía sumergida en un contexto de fuerte 

demanda de mano de obra, unido a una normativa de extranjería que más bien dificultaba la 

entrada legal, fueron algunos de los rasgos sobre los que se construyeron los elementos clave 

del modelo español. A ello se unió la consideración del extranjero no comunitario en situación 

irregular como sujeto de determinados derechos y, de forma subsiguiente, la introducción de 

la figura del arraigo social en la normativa de extranjería como vía para regularizar la 

irregularidad. Estas son algunas de las principales características que condicionan el 

tratamiento de la integración de inmigrantes en este país, tanto en su dimensión institucional, 

como política, jurídica y social, y que ponen distancia (y falta de coherencia) entre el enfoque 

                                                           
2 Ley Orgánica 2/2009, de 11 de diciembre, de reforma de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de 
los extranjeros en España y su integración social. 
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español y el tratamiento, mucho más restringido, que se le otorga desde la normativa y las 

instituciones europeas. Este panorama se completa con el hecho de que en España se haya 

optado por no exigir medida de integración alguna relativa a cursos introductorios y de idioma 

que condicione el acceso a la reagrupación o a la residencia de larga duración tras la 

incorporación a su ordenamiento de las Directivas europeas que han abierto la puerta a esta 

posibilidad. 

 La Constitución Española, en su artículo 149.1.2ª, atribuye al Estado la competencia 

exclusiva en materia de nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería y derecho de asilo. 

Pero lejos de constituir un mandato claro y preciso, este enunciado ha sido la causa principal 

de gran parte de los conflictos competenciales que se han originado en materia migratoria. 

Hasta la Sentencia del Tribunal Constitucional 31/20103, que resuelve uno de los recurso de 

inconstitucionalidad contra el Estatuto de Autonomía de Cataluña (EAC), no habían 

precedentes de intervención delimitadora por parte del Tribunal Constitucional en cuanto a 

este precepto. Los motivos de la no previsión, tanto estatutaria como constitucional, de un 

reparto competencial en inmigración deben interpretarse desde una perspectiva histórica, 

pues cuando se aprobó la Constitución y los Estatutos la inmigración era apenas socialmente 

perceptible, por lo que estos se limitaban a excepcionar sus competencias reservando esta 

materia al Estado.  

La Sentencia 31/2010 supuso un antes y un después en la regulación y el tratamiento 

de esta materia, convirtiéndose en el prisma a través del cual corresponde enfocar cualquier 

análisis relacionado con el hecho migratorio en lo tocante a la distribución formal y material de 

las funciones y competencias que ejercen el conjunto de actores que intervienen en su 

proceso. En síntesis, este pronunciamiento entiende que es conforme a la Constitución 

Española la atribución a la Generalitat de Cataluña, con carácter exclusivo, de la competencia 

en materia de primera acogida de las personas inmigradas, lo que incluye las actuaciones 

socio-sanitarias y de orientación. También reconoce su competencia en cuanto al desarrollo de 

las políticas de integración con la posibilidad de establecer un marco legal. En aplicación de los 

criterios interpretativos utilizados por la doctrina constitucional, se impone la especialidad de 

la competencia autonómica sobre políticas de integración social frente al entendimiento 

genérico de la inmigración como competencia de titularidad exclusiva estatal.   

 La aprobación de las primeras reformas estatutarias en 2006 y la incorporación en las 

mismas de algunos preceptos relativos al reconocimiento de la realidad de la inmigración, 

constituyó una innegable novedad y supuso la atribución expresa de competencias en esta 

materia a las CCAA. Aunque en realidad, las redacciones de los nuevos Estatutos de Autonomía 

no modificaron el sistema competencial en materia de políticas de integración sino que, 

sencillamente, concedieron rango estatutario al reparto previo a las reformas. En puridad, se 

produjo el reconocimiento de las consecuencias competenciales de diversos títulos 

autonómicos sobre el fenómeno de la inmigración, ya que las políticas de integración 

competen a las CCAA —aunque no lo diga expresamente su Estatuto— en virtud de los títulos 

                                                           
3 STC 31/2010, de 28 de junio de 2010, que resuelve el Recurso de inconstitucionalidad 8045-2006. Este recurso fue interpuesto 
por noventa y nueve diputados del Grupo Parlamentario Popular del Congreso en relación con diversos preceptos de la Ley 
Orgánica 6/2006, de 19 de julio, de reforma del Estatuto de Autonomía de Cataluña. 
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sectoriales que tienen atribuidos. La plasmación de esta realidad en nuestro ordenamiento 

jurídico marcó el punto de inflexión que determinó el definitivo viraje de la política migratoria 

estatal hacia una “flexibilización” del art. 149.1.2ª CE. Del proceso evolutivo que ha sufrido la 

normativa de extranjería en España se deduce que se ha producido un progresivo abandono 

de las leyes de extranjería —como forma de abordar el hecho migratorio— y que nos 

acercamos hacia un modelo de ley de inmigración como norma ideal que debería regular no 

solo quién tiene el derecho a entrar y permanecer en el territorio, sino también las condiciones 

de convivencia entre nosotros y un importante número de inmigrantes estables.  

 Las últimas reformas de la normativa estatal de extranjería y las nuevas leyes 

autonómicas en materia de acogida e integración de inmigrantes son la prueba de que 

avanzamos hacia una configuración cooperativa de la gestión de esta convivencia. Tanto la 

profunda reforma operada en 2009 en la LODYLE como el reglamento posterior han atribuido 

a los gobiernos autonómicos nuevas funciones directamente relacionadas con la integración 

de inmigrantes —como aspecto que debe subyacer en todas sus competencias sectoriales—, y 

que inciden directamente en la casi totalidad de procedimientos que fijan sus situaciones 

jurídico-administrativas en España. La voluntad del legislador ha sido la de configurar una 

política migratoria en cuya gestión se ha ampliado visiblemente la participación de las CCAA y 

donde, por ende, ha sido necesaria la creación o la potenciación de instrumentos de 

cooperación eficaces entre todos los niveles de la Administración pública, los agentes sociales 

y demás actores que intervienen en su construcción. El patrón sobre el que se construye la 

política de inmigración se basa en la imbricación del proceso de integración social con los 

inmigrantes y el régimen jurídico-administrativo al que se encuentran sujetos, ámbitos 

competenciales respectivos de las CCAA y del Estado, y debe tender, necesariamente, hacia 

una intensa cooperación entre ambas partes. 

 El establecimiento de cauces de relación y cooperación entre los gobiernos de las 

diferentes instancias es fundamental en materia de políticas de integración. Tratándose de un 

componente de carácter transversal en el que necesariamente convergen las estrategias de 

distintos entes, la existencia de mecanismos de actuación conjunta es el único instrumento 

para evitar no sólo contradicciones, sino también lagunas o solapamientos en la gestión de las 

distintas políticas públicas. Pero el establecimiento y desarrollo de las relaciones 

intergubernamentales en este ámbito continúa siendo un problema en nuestro sistema. Si 

bien se ha llegado a un cierto nivel de cooperación entre el Estado y las CCAA, la precariedad 

en cuanto a la colaboración entre estas últimas es especialmente notoria, ya que las relaciones 

se formalizan exclusivamente a escala vertical. Además, el diseño de políticas de integración y 

su implementación posterior se enfrentan a una contradicción importante en España: las CCAA 

asumen la responsabilidad de la integración de los inmigrantes, pero carecen de competencias 

en el control de los flujos y en la regulación de las condiciones administrativas de su estancia. 

Mientras la Administración central ha asumido la responsabilidad de delimitar la capacidad de 

acogida de la sociedad española, las Comunidades son las responsables de conseguir la 

integración social y laboral de los que llegan.  

 Las CCAA desarrollan sus planes, instrumentos e indicadores en atención a los diversos 

factores socio-estructurales propios de su circunscripción, a las estrategias políticas que 
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adoptan sus sucesivos gobiernos o a las características de los flujos migratorios que reciben. 

Todo ello deviene en una gran heterogeneidad no solo inter-autonómica sino también intra-

autonómica, ya que apenas hay establecida una lógica común realmente coherente en ninguna 

Comunidad en las áreas de intervención recogidas en los planes. Esta disparidad conlleva la 

articulación de distintas tendencias en España, no pudiendo todavía ser catalogadas como 

modelos autonómicos de integración. En cierto sentido, ni las Comunidades acaban de 

construir un modelo de integración claramente definido y adaptado a sus necesidades, ni el 

Estado es capaz de introducir mecanismos plenamente eficaces de control del flujo migratorio 

y de la permanencia legal de los inmigrantes. Por esta razón y en respuesta a esas limitaciones, 

ambos niveles administrativos han buscado una mayor capacidad de influencia en aquello que 

inicialmente no les era propio: el gobierno central pretende incidir más en las políticas sociales 

y participar en la construcción de uno (o varios) modelos de integración social, mientras los 

gobiernos regionales aspiran a una mayor capacidad de decisión en la política de control de 

flujos. Tras la STC 31/2010 y la LO 2/2009, ha quedado fijado que las grandes líneas de las 

políticas de integración en España han de ser establecidas por el Estado. Por su parte, 

corresponde a las Comunidades Autónomas delimitar los criterios, procedimientos y 

mecanismos de integración, así como elaborar los instrumentos jurídicos o indicadores que 

“midan” la efectividad de sus políticas. 

 Las herramientas de cooperación y colaboración legalmente establecidas como el Plan 

Estratégico de Ciudadanía e Integración (PECI), el Fondo de apoyo a la acogida e integración de 

inmigrantes así como al refuerzo educativo (FAAIIRE), el Foro para la Integración Social de los 

Inmigrantes, la Conferencia Sectorial de Inmigración o las Comisiones bilaterales de 

cooperación sirvieron, y sirven hoy en día, para corregir la configuración del sistema 

haciéndolo más eficiente y efectivo y para dar cohesión a la intervención autonómica 

mediante una cierta implicación del Estado en las políticas de integración. Sin embargo, en la 

mayoría de los casos, se trata de instrumentos de cooperación y coordinación bastante 

completos, positivos en su concepción y terminados en la forma, pero faltos de eficacia, 

operatividad y adaptabilidad en el fondo, y sobre todo notablemente infrautilizados. La 

necesidad de mejorar los mecanismos de cooperación interadministrativa en materia de 

integración de inmigrantes es acuciante, no solo para tratar de perfeccionar nuestras políticas 

sino también para poder confeccionar un sistema común de indicadores que nos permita 

desarrollar mecanismos de evaluación que las haga eficaces y sostenibles. Desde las 

instituciones de la UE se insiste, permanentemente, en esta cuestión y se insta a los Estados 

miembros a adoptar medidas en este sentido como acciones elegibles para ser financiadas, 

mientras se reclama una mayor coherencia con las estrategias marcadas a nivel comunitario. 

 Las políticas de integración aspiran a garantizar la igualdad de derechos, obligaciones y 

oportunidades para todos, centrándose en el proceso bidireccional y dinámico de ajuste 

mutuo entre los nuevos residentes y la sociedad de acogida. Pero para que su seguimiento y 

evaluación sean realmente efectivos, resulta crucial que los datos utilizados reflejen los 

aspectos relevantes de la integración y, además, que estos sean comparables. La existencia de 

indicadores comunes permitirá a los responsables políticos, tanto a nivel europeo como 

nacional, poder establecer comparaciones en cuanto a los programas, instrumentos y procesos 
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que los distintos Estados miembros utilizan en temas relacionados con la integración de los 

migrantes. Y ello, a pesar de que las diferencias en las prioridades políticas, la perspectiva 

ideológica y el uso de definiciones no coincidentes influyan sobre la forma en que los 

resultados pueden ser evaluados y dificulten incluso el establecimiento de comparaciones. 

Para poder proceder a un análisis contextual es preciso disponer de datos sobre el conjunto de 

la población y sobre el segmento formado por las personas inmigradas, siendo el objetivo a 

largo plazo garantizar la comparabilidad total entre todos los Estados miembros.  

 La mayoría de Estados miembros no cuenta con un sistema de indicadores de tipo 

cualitativo o subjetivo ni con herramientas sostenibles para avanzar en su seguimiento. Áreas 

de análisis como el sentido de pertenencia, la aceptación de la sociedad de acogida o la 

satisfacción en el trabajo por parte de la población inmigrante son aún difíciles de medir en 

casi todos los territorios. Entre otros factores esto se debe a que esta metodología implica una 

dotación de recursos importante y no siempre se asegura su continuidad en el tiempo para 

hacer el seguimiento. En general, los países de la UE están lejos de poder crear y mantener 

herramientas adecuadas que les permitan detectar, de forma permanente, información 

cualitativa o indicadores subjetivos. El problema es que tampoco existe aún un acuerdo sobre 

lo que ha de ser considerado una integración exitosa, es decir, qué aspectos debieran 

evidenciarse tanto en la población inmigrante como en la población de acogida para señalar 

que existe una integración óptima. En esta línea la Comisión Europea ha puesto en marcha 

algunos instrumentos, como el MIPEX, con los que se están logrando importantes avances.  

 En cuanto a las llamadas “medidas y condiciones de integración”, que es uno de los 

parámetros que se califican en el MIPEX, este instrumento ofrece las claves para determinar 

cuáles son los criterios que deben evaluarse a la hora de medir este aspecto fundamental de la 

llamada “integración activa”. Encontramos que la situación óptima (la más apreciada) es 

cuando estas medidas no se aplican o son de carácter voluntario, mientras que la situación 

menos favorable es cuando además de contemplarse la medida con carácter obligatorio, está 

prevista la realización de un examen o test. En cuanto al conocimiento del idioma el escenario 

óptimo es cuando se requiere un nivel A1 o inferior, según el Marco común europeo de 

referencia para las lenguas (MCERL), siendo el menos favorable cuando se exige un nivel B1 o 

superior, o cuando se deja la evaluación a discrecionalidad de la Administración. Se valora muy 

positivamente la existencia de supuestos que quedarían excluidos del cumplimiento de las 

medidas en referencia a grupos especialmente vulnerables y la introducción de mecanismos 

que estimen previamente las capacidades individuales. De la misma manera, se valora 

positivamente que existan recursos disponibles para superar los requisitos, tales como listados 

de preguntas, guías o cursos publicados y al alcance de todos. Dentro de este último caso la 

situación peor valorada es cuando la realización de las pruebas o cursos cuesta dinero al que 

está obligado a realizarlos. Según estos parámetros, España ocuparía una posición muy 

destacada. 

 Las instituciones de la UE que adoptaron e impulsaron el PBC nº 4, que es en el que se 

fundamentan los programas de integración cívica, lo justificaron en el creciente énfasis que 

varios Estados miembros estaban poniendo en determinados cursos introductorios destinados 

a instaurar los instrumentos más adecuados para iniciar los itinerarios de integración. 
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Consideraron positivo el seguimiento de los mismos por entender que ello permitiría a los 

inmigrantes encontrar rápidamente su lugar en ámbitos clave como el trabajo, la vivienda, la 

educación y la salud. Entendieron que este tipo de programas se convertiría en una inversión 

estratégica que redundaría en el bienestar social y económico de la sociedad en su conjunto y 

recalcaron que si el aprendizaje del idioma y la cultura de la sociedad de acogida era un 

aspecto importante, el pleno respeto por la lengua y cultura propias del inmigrante y su 

progenie debía constituir también un elemento clave de integración. Sin embargo, insistieron 

de la misma forma en que la adopción de medidas de integración previas a la salida del país de 

origen podría contribuir a mejorar el proceso de integración a la llegada. La UE ha legitimado 

las prácticas que venían desarrollándose en aquellos Estados miembros con más peso 

específico en materia de políticas migratorias y ha sentado las bases para que el resto de 

socios comunitarios se adhieran a estos mismos planteamientos.  

 Es posible afirmar que la política de integración de la Unión Europea está penetrando 

en los ordenamientos nacionales, de manera que se puede hablar de algunos rasgos comunes 

que se extienden por los territorios de mayor presencia de inmigrantes. Uno de ellos sería la 

evolución desde el carácter voluntario de los cursos hacia su progresiva obligatoriedad, lo que 

hace que la integración se transforme en un proceso unidireccional en el que las 

responsabilidades están exclusivamente en la parte del inmigrante. Hay una clara 

preponderancia de los requisitos idiomáticos sobre la demostración del conocimiento de las 

costumbres, valores y aspectos culturales propios del país de acogida, pero lo segundo gana 

cada vez más terreno, poniendo a estos programas bajo sospecha de tender hacia 

planteamientos asimilacionistas. De la misma manera, se extiende la idea de que la adquisición 

de estos conocimientos debe someterse a pruebas o exámenes y que los mismos deben 

superarse en varios momentos del proceso migratorio (antes de la partida, a la llegada al país 

de destino, cuando se renuevan los permisos, para acceder a la residencia de larga duración y 

para obtener la nacionalidad). Otra característica cada vez más extendida es el endurecimiento 

de las sanciones en caso de incumplimiento, no asistencia a los programas o no superación de 

los test. Las condiciones de integración previas a la partida vinculan definitivamente la política 

de integración con la de inmigración, pero en un sentido negativo, donde la primera se estaría 

convirtiendo poco a poco en un medio para restringir la entrada de cierto tipo de inmigrantes. 

 Siendo un hecho constatable que existe una tendencia generalizada a incorporar estos 

programas de integración cívica en las estrategias nacionales, las enormes diferencias que 

todavía distinguen los sistemas implementados en los diferentes territorios de la Unión hace 

que no podamos hablar de una política común europea de integración de inmigrantes y que 

tengamos que reconocer que los modelos nacionales no pueden darse todavía por 

extinguidos. Por ejemplo, en España también hemos asistido a una involucración cada vez 

mayor de las políticas de integración con las de inmigración y extranjería en términos de 

admisión, residencia, duración de la estancia o reagrupación familiar, pero en un sentido 

positivo, ya que fundamentalmente ha servido para implicar a todas las Administraciones 

Públicas en la construcción de un modelo propio (aunque todavía inacabado) y fomentar los 

cauces de cooperación.  
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 Una interesante semejanza en todos los países en los que los cursos introductorios y 

de idioma se están aplicando es que el discurso oficial sistemáticamente niega que su objetivo 

sea la asimilación, pero si nos centramos en las características reales de los programas y no en 

la retórica política, vemos que hay importantes diferencias de base que originan modelos no 

tan parecidos entre sí. Por otra parte, la visión de los inmigrantes respecto de su situación y 

experiencias con las políticas de integración en la UE es bastante buena en líneas generales. 

Por un lado, valoran positivamente las iniciativas en favor de la integración basadas en los 

cursos de idioma y de orientación ciudadana en los países receptores, y por otro, desean 

formar parte de la sociedad en la que viven, como evidencia su interés por aprender el idioma, 

votar, permanecer en el país a largo plazo y obtener la nacionalidad. Los estudios realizados 

demuestran que, en términos generales, están tan satisfechos con su vida como la mayoría de 

la población. También señalan estos estudios que la integración de los inmigrantes en nuestra 

sociedad no es tanto una cuestión de adaptación cultural como, sobre todo, un proceso de 

equiparación de derechos y deberes, de desarrollo de una auténtica igualdad de 

oportunidades y de trato, de acceso a un estatus laboral normalizado y a los cauces de 

participación habituales con los que cuentan los autóctonos. En las condiciones legales y socio-

laborales de los inmigrantes se encuentra la clave de muchos de los problemas de integración 

y convivencia, y en esta dirección deben apuntar las soluciones. 

 El grueso de las herramientas e instrumentos lanzados por la Comisión Europea para 

influir sobre las políticas de integración de los Estados miembros (específicamente en relación 

con los cursos introductorios y de idioma para residentes legales) contiene recomendaciones y 

propuestas que se dirigen principalmente a las autoridades nacionales, pues entiende la 

Comisión que la integración es una competencia nacional y que cualquier aplicación de las 

políticas y medidas de integración a nivel regional y local es responsabilidad de los Estados. Es 

esta una de las razones por las que se hace imprescindible el análisis del caso español, por 

cuanto este país representa un modelo paradigmático no solo en cuanto al tratamiento y 

enfoque que se le ha dado a todas las cuestiones relacionadas con la integración de los 

migrantes, sino también por el sistema de distribución competencial en esta materia. Mientras 

en Holanda, Alemania, Reino Unido y Francia la competencia en políticas de integración está 

claramente en manos del poder central, en España se trata de una cuestión cuya titularidad 

corresponde a los gobiernos descentralizados, esto es, a las Comunidades Autónomas.  

 A ello se une la tardía incorporación de la regulación legal de esta materia con 

respecto a estos países y el hecho consumado de que ya se hayan dictado leyes autonómicas 

sobre acogida e integración de inmigrantes en tres circunscripciones, en concreto, en la 

Comunidad Valenciana, Cataluña y Castilla y León. Son fundamentalmente los Puntos 

Nacionales de Contacto sobre Integración y los organismos públicos que configuran la Red 

Europea de Migración (en España la Secretaría General de Inmigración y Emigración) quienes 

son consultados y participan activamente en la configuración de los instrumentos que las 

instituciones europeas diseñan para influir en las políticas de integración de sus Estados 

miembros y tratar de fomentar la coherencia entre las distintas estrategias. En contadas 

ocasiones se da a las CCAA la posibilidad de intervenir en estos procesos, siendo que son 
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principalmente los órganos autonómicos quienes ostentan las competencias en integración  en 

España y, por ende, los que deberían ser consultados en cualquier caso. 

 A diferencia también de lo que ocurre en la UE, cuando en nuestro país se habla, se 

legisla, o se planifica sobre acogida e integración de inmigrantes, no se distingue entre 

extranjeros residentes legales y extranjeros en situación administrativa irregular. Las medidas 

y los planes de integración se refieren y se dirigen a todos por igual, ya se trate de personas 

extranjeras recién llegadas con sus autorizaciones vigentes, de extranjeros comunitarios, de 

nacionales de terceros Estados, de inmigrantes en situación irregular (inicial o sobrevenida), de 

solicitantes de asilo o de extranjeros beneficiarios de la protección internacional. El principal 

motivo legal por el que España debe considerar necesariamente a los inmigrantes irregulares 

como grupo objetivo en sus políticas es la existencia en nuestro ordenamiento jurídico de la 

figura del “arraigo social”. Se trata de una de las vías administrativas por las que un nacional de 

un tercer país que se encuentra ya en territorio español puede acceder a un permiso temporal 

de residencia si demuestra, entre otros requisitos, que ha participado en programas de 

inserción socio-laborales y culturales. Esta figura, como tal, no existe en ningún otro Estado 

miembro de la Unión, y el hecho de que sea aplicable exclusivamente a los extranjeros no 

comunitarios en situación irregular determina en buena medida la orientación de nuestras 

políticas. Estos programas de inserción no deben confundirse en ningún caso con los cursos 

introductorios y de idioma dirigidos a inmigrantes en los que se materializan las medidas y 

condiciones de integración a las que se ha hecho alusión. 

 Para la realización de estos programas, exclusivamente dirigidos a inmigrantes 

nacionales de terceros países en situación administrativa irregular, tanto las CCAA como un 

elevado número de entidades locales, asociaciones, ONG, sindicatos, universidades, entidades 

religiosas, organizaciones sociales, etc. han recibido financiación pública en los últimos trece 

años, constituyendo además uno de los ejes de la mayoría de planes de integración tanto 

estatales y autonómicos, como locales. El Estado ha destinado cuantiosos fondos para la 

implementación de estos programas, y no solo en el marco del FAAIIRE, sino también en el del 

Fondo Europeo de Integración (FEI). España ha costeado (a cargo del FEI) acciones, proyectos y 

programas de integración que estaban completamente fuera de los objetivos y planteamientos 

de la Unión Europea, pues desde el año 2007 se vienen subvencionando programas de 

integración cuyos beneficiarios finales han sido, en su mayoría, inmigrantes no autorizados a 

residir o a permanecer en España. Hoy en día, habiendo sido extinguido el FAAIIRE desde el 

año 2012, son los fondos europeos los que básicamente sostienen la continuidad de los 

programas de inserción sin cuya existencia se vaciaría prácticamente de contenido la figura 

legal del arraigo social, pero de esta forma España está obviando el principio de legalidad y 

derivando fondos europeos para cubrir necesidades que debería sufragar con sus propios 

recursos.  

 Actualmente España no contempla en su normativa estatal de extranjería medida de 

integración alguna vinculada a la realización de cursos introductorios y de idioma para los 

residentes de larga duración. Ni a nivel de la legislación estatal de extranjería, ni en los 

diferentes modelos adoptados por las CCAA. Sin embargo, la reforma de la LODYLE en 2009 

introdujo la posibilidad de que los extranjeros no comunitarios que han obtenido la residencia 
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en virtud de una reagrupación familiar puedan realizar actividades formativas que incluyan 

cursos de idioma español y de las otras lenguas oficiales, además de cursos sobre valores 

constitucionales, estatutarios y de la Unión Europea. También existe ahora la posibilidad de 

que los nacionales de terceros países con autorizaciones de residencia temporal puedan 

realizar cursos cívicos y de idioma (de forma voluntaria) para demostrar su “esfuerzo de 

integración” y que ello redunde en su beneficio a la hora de renovar los permisos. El legislador 

está dotando de máxima relevancia la acreditación de la integración por parte del extranjero 

residente legal, pues es un aspecto que se valorará especialmente a la hora de renovar sus 

permisos. Es la primera vez que se establece abiertamente el vínculo entre integración e 

inmigración fuera del ámbito del arraigo.  

 Por otro lado y en atención a la configuración de nuestro sistema competencial en 

materia de integración, el Estado debe limitarse a establecer un marco general, 

correspondiendo a las CCAA la decisión última sobre el establecimiento o no de estas medidas 

y el contenido de las mismas, pues son ellas las que ostentan las competencias sobre la 

acogida e integración de los inmigrantes. Son los gobiernos autonómicos los que deben decidir 

qué es y qué no es estar integrado y cuáles son los medios adecuados para poder acreditarlo. 

A diferencia de los países europeos a los que me he referido más arriba, ni los Ayuntamientos 

ni el Gobierno central tienen nada que decir en esta cuestión. El contenido, duración y demás 

características de los cursos cuyo seguimiento sería necesario para poder obtener un informe 

positivo se ha dejado enteramente en manos de las CCAA, no existiendo en la actualidad 

ningún marco que establezca criterios de armonización comunes. De hecho, las Comunidades 

pueden optar por crear programas formativos específicos para la obtención de estos informes 

o no hacerlo.  

 El gobierno justificó en su día la introducción de este aspecto en la ley como una forma 

de evitar posibles situaciones de irregularidad sobrevenida, pues el acreditar que se ha 

realizado un esfuerzo de integración puede sustituir el no cumplimiento de otros requisitos 

necesarios para conservar las autorizaciones de trabajo y residencia. La pretensión última de 

los cursos, tal y como se han concebido por el legislador español, es incentivar la participación, 

el aprendizaje de las lenguas y el conocimiento del entorno, pues de esta manera pueden 

evitarse situaciones jurídicas no deseadas. Los requisitos que pueden ser sustituidos serían, 

por ejemplo, la insuficiencia de medios económicos o la no disposición de una vivienda 

adecuada en el caso de autorizaciones de residencia por reagrupación familiar, o el no haber 

acreditado los seis meses de realización habitual de la actividad laboral exigidos en las 

renovaciones de las autorizaciones temporales de trabajo.  

 Las diferencias en este punto con algunos modelos europeos son notorias. En primer 

lugar, no se habla en ningún caso de medidas ni de condiciones de integración pues no se trata 

de un requisito obligatorio. En realidad,  la realización de los cursos es totalmente voluntaria y 

está planteada como un incentivo que puede evitar la pérdida de la condición de residente 

legal, no como un obstáculo o prueba que hay que superar para conservarla. Al no ser de 

cumplimiento obligatorio no cabe hablar de sanciones en caso de no acreditar la asistencia a 

los cursos, ni de la obligación de superar exámenes o test. Este  incentivo está previsto 

exclusivamente para la renovación de las autorizaciones de carácter temporal, en ningún caso 
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para la adquisición del estatus de residente de larga duración. En la legislación española, la 

residencia de larga duración es un derecho al que tienen acceso, con carácter general, los 

nacionales de terceros países que hayan residido legalmente y de forma continuada en España 

durante cinco años. 

 En vista de todo lo antedicho es posible concluir que en España estamos muy lejos de 

sumarnos a la supuesta convergencia que se está produciendo en la UE en cuanto a la 

extensión de este aspecto concreto de la llamada integración activa o cívica, y que son los 

cursos de integración para inmigrantes. No se cumple ninguna de las características comunes a 

las que tienden el resto de Estados miembros comparados en cuanto a los cursos 

introductorios y de idioma. Como se ha explicado, la participación en los cursos en España es 

totalmente voluntaria, no obligatoria y, por tanto, no se contemplan sanciones por 

incumplimiento.  Por otro lado, aunque se tiende claramente a vincular las políticas de 

integración con las de inmigración, no se pretende utilizar la integración como forma de 

impedir o dificultar la entrada por determinadas vías (no existen condiciones de integración 

previas a la partida), ni se pretende dificultar el acceso a  la residencia permanente ya que 

tampoco existen medidas de integración para obtener este estatus. Por último, al no tratarse 

de programas obligatorios, tampoco cabe hablar de nacionales de países que quedarían 

exentos de realizarlos. Incluso pueden participar en esta formación los extranjeros 

comunitarios si así lo desean, aunque ello no tenga relevancia alguna en la renovación de sus 

autorizaciones.  

 Cuestión distinta es la financiación de los programas. El Tratado de Funcionamiento de 

la Unión Europea4 impide en su artículo 79.4 que las instituciones europeas puedan imponer 

normativa comunitaria en materia de integración a los Estados miembros, aunque sí pueden 

decidir hacia qué actuaciones dirigir sus fondos. Cada Estado miembro es libre de confeccionar 

sus propias políticas de integración de inmigrantes, siempre que los fondos europeos se 

canalicen efectivamente hacia los grupos beneficiarios designados como destinatarios en cada 

uno de ellos, de manera que se eviten incoherencias, solapamientos y actuaciones 

fraudulentas. Es perentorio que España empiece a adoptar los protocolos que sean necesarios 

para encauzar correctamente sus políticas ante los retos que se presentan en el nuevo periodo 

2014-2020. El instrumento jurídico que a partir de ahora regulará la financiación de los 

programas dirigidos a fomentar la integración de los inmigrantes en la UE es el Reglamento del 

Fondo de Asilo, Migración e Integración5, lo que significa que lo estipulado en él es válido de 

manera uniforme e íntegra en todos los Estados miembros. Los Estados no pueden aplicar sus 

disposiciones de forma parcial o decidir cuáles aplican para excluir las normas que son 

contrarias a ciertos intereses nacionales. De la misma manera, tampoco pueden sustraerse a la 

obligatoriedad de sus disposiciones amparándose en normas y usos del derecho nacional. Con 

ello, la UE pretende garantizar que los programas nacionales estén totalmente alineados con 

los objetivos y prioridades políticas comunitarias y puedan centrarse en la obtención de 

resultados y determinación de indicadores comunes que permitan medir su impacto.  

                                                           
4 Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. Ver versión consolidada en DOUE de 30 de marzo de 2010. 
5 Reglamento (UE) No. 516/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril de 2014, por el que se crea el Fondo de 
Asilo, Migración e Integración, por el que se modifica la Decisión 2008/381/CE del Consejo y por el que se derogan las Decisiones 
573/2007/CE y 575/2007/CE del Parlamento Europeo y del Consejo y la Decisión 2007/435/CE del Consejo. 
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 Este nuevo Reglamento, al igual que todo el acervo comunitario sobre la materia, 

considera la integración como un proceso bidireccional que únicamente es entendible con 

respecto a los nacionales de terceros países que residen legalmente en el territorio de la 

Unión, conjuntamente con los potenciales migrantes que van a convertirse en residentes 

autorizados y que se encuentran todavía en sus países de origen y también para aquellos que 

gozan de protección internacional, concepción a todas luces mucho más restrictiva que la que 

aplicamos en España. Sin embargo, deberemos empezar a destinar los Fondos europeos a los 

objetivos que en ellos se marcan. La financiación de la UE no ha de ser considerada en ningún 

caso como un sustituto de la financiación nacional, lo que implica que España debe 

responsabilizarse de garantizar una financiación suficiente de sus propias políticas de 

integración. La financiación de la UE únicamente debe aportar un valor añadido, esto es, debe 

reflejar las prioridades y los compromisos políticos a escala europea y apoyar la aplicación del 

acervo de la UE en este ámbito.  

 Con respecto a la pregunta que nos hacíamos en el enunciado de esta ponencia cabe 

responder en atención a todo lo antedicho que, efectivamente, España es un modelo 

paradigmático en tanto que ejemplar. Sin embargo, como se ha visto, el enfoque que en este 

país se ha adoptado, por ejemplo, con respecto a las medidas de integración sugeridas en el 

PBC nº 4 es radicalmente distinto del que siguen otros países europeos cuyos modelos son 

tomados tradicionalmente como ejemplo a seguir por las instituciones europeas. Esto plantea 

un nuevo punto de partida según el cual el modelo español debe ser tenido en cuenta como 

uno de los sistemas en los que deberían mirarse los Estados miembros que ahora empiezan a 

configurar sus políticas de integración. En España se han hecho algunas cosas de manera muy 

diferente a como se han desarrollado en otros países de nuestro entorno, pero los resultados 

obtenidos avalan buena parte de las decisiones conjuntas que se han tomado. Ello no quiere 

decir que no debamos madurar nuestras políticas y afinar nuestro discurso. De la misma 

manera que tenemos que empezar a diferenciar claramente entre los programas y proyectos 

de integración cuyos beneficiarios finales son aquellos definidos en el acervo comunitario, de 

los programas y proyectos cuyos beneficiarios son los nacionales de terceros países titulares 

de derechos según nuestra normativa estatal y sectorial pero que quedarían fuera de estos 

grupos. En definitiva y en mi opinión, no sería necesario cambiar el rumbo, bastaría 

sencillamente con enderezarlo.  


